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v) en general, cu.alquier acto no comprendido los 
supuestos anteriores cometido con el propósito de 
atemorizar a la poblaci6n, a clases o de 
la misma, atentar contra la economía de un país, su 
patrimonio cultural o eco16gico, o cometer 

de carácter político, racial o 
rellgloso; 

vi} la tentativa de cualquiera de los delitos previstos 
en este artículo. 

Artículo 6 

Delitos militares 

No se cpncederá la extradición por delitos de naturaleza 
exclusivamente 

Artículo 7 

Cosa Juzgada, Indulto, Amnistía y Gracia 

No se concederá la extradición de la persona reclamada en caso 
de que haya sido juzgada, indultada, beneficiada por la amnistía o 
que haya obtenido una gracia por el Estadb Parte requerido 
respecto del hecho o de los hechos en que se fundamenta la 
solicitud de extradición. 

Artículo 8 

tribunales de Excepción o Had hoc" 

No se concederá la extradición de la persona reclamada 
hubiere sido condenada o deba ser juzgada en el Estado 
requirente por mi tribunal de excepción o liad hoc H • 

Artículo 9 

Prescripción 

cuando 
Parte 

No se concederá la extradición cuando la aCClon o la pena 
estuvieren prescriptas conforme a la legislación del Estado Parte 
requirente o del Estado Parte requerido. 

Artículo 10 

t-':[enores 

1. No se concederá la extradición cuando la persona reclamada 
hubiere sido menor de dieciocho años al tiempo de la comisión del 
hecho o de los hechos por los cuales se le solicita. 

2. En tal caso, el Estado Parte requerido le aplicará las 
medidas correctivas que de acuerdo a su ordenamiento jurídico se 
aplicarían si el hecho o los hechos hubieren sido cometidos en su 
territorio por un menor inimputable. 

• 
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CAPITULO IV 

Denegación Facultativa de Extradición 

Artículo 11 

Nacionalidad 

1. La nacionalidad de la persona reclamada no 
invocada para denegar la E~xtradici6n, salvo que una 
constitucional establezca lo contrario. 

podrá ser 
disposición 

2. Los Estados Parte que no contemple una disposición de igual 
naturaleza que la prevista'en el párrafo anterior podrán denegarle 
la extradición de sus nacionales. 

3. En las hipótesis de los párrafos anteriores el Estado Parte 
que deniegue la extradición deberá juzgar a ~a persona reclamada y 
mantener informado al otro Estado~rte a cerca del juicio así 
como remitirle copia de la sentenci~~na vez que aquél finalice. 

4. A los efectos de este artículo, la condición de nacional se 
determinará por la legislación del Estado Parte requerido vigente 
en el momento. en que se solicite la extradición, siempre que la 
nacionalidad no hubiere sido adquirida con el propósito 
fraudulento de impedir la extradición. 

Articulo 12 

Actuaciones en curso por los mismos hechos 

Podrá denegarse la ext:radición si la p.ersona reclamada está 
siendo juzgada en el territorio del Estado Parte requerido a causa 
del hecho o los hechos en los que se funda la solicitud. 

CAPITULO' V 

Límites a la Extradición 

Articulo 13 

Pena de Muerte o Pena privativa de Libertad a Perpetuidad 

l. El Estado Parte requirente no aplicará al extraditado, en 
ningGn caso, la pena de muerte o la pena privativa de libertad a 
perpetuidad. 
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2. Cuando los hechos que originen una solicitud de extradición 
estuviesen sancionados en el Estado Parte requirente con la pena 
de muerte o con una pena privativa de libertad a perpetuidad, la 
extradición sólo será admisible si el Estado Parte requirente 
aplicare la pena máxima admitida en la ley p~nal del EsLado Parte 
requerido. 

Artículo 14 

Principio de la Especialidad 

l. La persona entregada no será detenida, juzgada ni condenada 
en el territorio del Estado Parte requirente por otros df~litos 
cometidos Con anterioridad a la fecha de la solicitud de 
extradición y no ¿ontenidos en ésta, salvo en los siguientes 
casos: 

a) cuando la persona extraditada, habiendo tenido la 
posibilidad de abandonar el terr! torio del Estado Parte 
al que fue entregada, haya permanecido voluntariamente en 
él por más de cuarenta y cinco días corridos después de 
su liberación definitiva o regresare a ~l después de 
haberlo abandonado. 

b) cuando las autoridades competentes del Estado Parte 
requerido consintiera en la extensi6n de la extradición a 
efectos de la detención, enjuiciami~nto o condena de la 
persona: reclamada por un del ita dist into del que mot i vó 
la solicitud. 

2. A este efecto, el Estado Parte requirente deberá remitir al 
Estado Parte requerido una solicitud formal de extensión de la 
extradición, la que será resuelta por este último. La solicitud 
deberá estar acompañada de los documentos previstos en el párrafo 
4 del articulo 18 de este Acuerdo y del testimonio de la 
declarac.Í.ón judicial sobre los hechos que motivaron la solicit.ud 
de ampliación, prestada por el extraditado con la debida 
asistencia jurídica. 

Articulo lS 

Reextradici6n a un Tercer Estado 

La persona entregada sólo podrá ser reextraditada a un tercer 
Estado con el consentimiento del Estado Parte que haya concedido 
la extradición, salvo el caso previsto en el literal a) del 
artículo 14 de est.e Acuerdo. El consentimiento deberá ser 
reclamado por medio de los procedimientos establecidos en la parte 
final del mencionado articulo. 

CAPITULO VI 

I 
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Derecho de Defensa y Cómputo de la Pena 

Artículo 16 

Derecho de Defensa 

La persona reclamada 9iozará en el Estado Parte requerido de 
todos los derechos y garantías que otorgue la legislación de dicho 
Estado. Deberá ser asistida por un defensor y, si fuera necesario, 
recibirá la asistencia de un intérprete. 

Articulo 17 

Cómputo de la Pena 

El período de detención cumplido por la persona extraditada en 
el Estado Parte retJuerido en 'virtud del proceso de extradición 
será computado en la pena a ser cumplida en el Estado Parte 
requirente. 

CA.PITULO VII 

Procedimiento 

Artículo J 

Solicitud 

1. La solicitud de extradición será transmitida por vía 
diplomática. Su diligenciamiento será regulado por la legislación 
del Estado Parte requerido. 

2. Cuando se tratare de una persona no condenada, la solicitud 
de extradición deberá ser acompañada por el original o copia de la 
orden de prisión o ref;olución equivalente I conforme a la 
legislación del Estado Pal:te requerido, emanado de la autoridad 
competente. 

3. Cuando se trate de una persona condenada, la solicitud de 
extradición deberá ser acompañada por el original o la copia de la 
sentencia condenatoria o un cert.ificado de que la misma no fue 
totalmente cumplida y del tiempo que faltó para su cumplimiento. 

4. En las hipótesis señaladas ,en los párrafos 2 y 3, también 
deberán acompañarse a la solicitud: 

i) una descripción de los hechos por los cuales se 
solicita la extradición, debiéndose indicar el lugar y 
fecha en que ocurrieron, su calificación legal y la 
referencia, a las disposiciones legales aplicables; 

ii) todos los 
nacionalidad, 
reclamada y, 

datos conocidos sobre la identidad, 
domicilio o residencia de la persona 

si fuere posible, su fotograf ía, huellas 
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otros ml::!dios que permitan su 

ii1) copia o transcripción auténtica de los textos legales 
que tipifican y sancionan el delito, identificando la 
pena aplicable r los textos que e~'3tablezcan la 
jurisdicción del Estado Parte requirente para conoce!.­
de ellos r así como una declaración de que la acción y 
la pena no se encuentran prescriptas! conformE~ a su 
legislación. 

5. En el caso previsto en el artículo 13 J se incluirá una 
declaración mediante la cual el Estado Parte requirente asume el 
compromiso de no aplicar la pena de muerte o la pena privativa de -
libertad perpetuidad obligándose, a aplicar r como pena máxima, la 
pena mayor' admitida por la legislación penal del Estado Parte 
requerido. • 

Artículo 19 

Exención de Legalización 

La solicitud de extradición r así como los documentos que la 
acampafian r de conformidad con lo dispuesto en .el presente Acuerdo r 

estarán exentos de legalización o formalidad análoga _ En caso de 
presentarse copias de documentos, éstas deberán estar autenticadas 
po:r la autoridad competente. 

Al:tículo 2 O 

Idioma 

La solicitud de extradición y los documentos que se adjuntan, 
deberán estar acompafiados por la traducción al idioma del Estado 
Pa:[te requerido. 

Artículo 21 

Información Complementaria 

1. Si los datos o documentos enviados con la solicitud de 
extradición fueren insuficientes o defectuosos, el Estado Parte 
requerido comunicará el hecho sin demora al Estado Parte 
requirente, por vía diplomática, el cual deberá subsanar las 
omisiones o deficiencias que se hubieren observado, en un plazo de 
cuarenta y cinco días corridos, contados desde la fecha en que el 
Estado Parte requirente haya sido informado acerca de la necesidad 
de subsanar los referidos defectos u omisiones. 

2. si por circunstancias especiales debidamente fundadas, el 
Estado Parte requirente no pudiere cumplir con lo dispuesto en el 
párrafo anterior dentro del plazo sefialado, podrá solicitar al 
Estado Parte requerido, la prórroga del referido plazo por veinte 
días corridos adicionales. 
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3. si no se diere cumplimiento a lo sefialado en los párrafos 
precedentes, se tendrá al Estado Parte requirente por desistido de 
la solicitud. 

Artículo 22 

Decisión y Entrega 

1. El Estado Parte requerido comunicará sin demora al Estadu 
Parte requirente, por vía diplomática, su decisión con respecto a 
la extradición. 

2. Cualquier decisión denegatoria total o parcial, respecto al 
pedido de extradición será fundada . 

3. Cuando se h~ya otorgado la extradición, 
requirente será informado del lugar y la fecha 
como de la duración de la detención cumplida 
reclamada con fines de extradición. 

el Estado Parte 
de erltr~~9ta, as~f 
por la persona 

4. si en el plazo de treinta días corridos, contados a partir 
de la fecha de la notificación el Estado Parte requirente nr 
retirare a la persona reclamada, ésta será puesta en libertad. 
pudiendo el Estado Parte requerido denegar posteriormente L,' 
extradición por los mismos hechos. 

5. En caso de fuerza mayor o de enfermedad grave dl:>bidamente 
comprobada que impidan u obstaculicen la entrega o la recepción de 
la persona reclamada / tal circunstancia será informada al ot r'] 
Estado parte, antes del vencimiento del plazo previsto en ej. 
párrafo anterior, pudiéndose acordar una nueva fecha para la 
entrega y recepción. 

6. En el momento de la entrega de la persona reclamada, o tan 
pronto como sea posible, se entregarán al Estado Parte requirente 
la documentación, bienes y otros obj etos que I igualmente / deban 
ser puestos a su disposición, conforme a lo previsto en el 
presente Acuerdo. 

7. El Estado Parte rE!quirente podrá enviar al Estado Parte 
requerido, con la anuencia de éste, agentes debidament0 
autorizados para colaborar en la verificación de la identidad de~ 
extraditado y en la comunicación de éste al territorio del Estaz:k 
Parte requirente. Estos agentes estarán subordinados, en s 
actividad, a las autoridades del Estado Parte requerido. 

l\.rtículo 23 

Aplazamiento de la Entrega 

1. Cuando la persona cuya extradición se solicita est~ sujeta 
a proceso o cumpliendo una condena en el Estado Parte requerid,::.: 
por un delito diferente del que motiva la extradición, éste deberá 
igualmente resolver sobre la solicitud de extradición y notificar 
su decisi6n al Estado Parte requirente. 
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2. si la decisión fuere favorable~, el Estado Parte requerido 
podrá aplatar la entrega hasta la conclusión del proceso penal o 
haBta que se haya cumplido la pena. No obstante I si el Estado 
Parte requerido sancionare el delito que funda el aplazamiento con 
una pena cuya duración sea inferior a la establecida en el 
párrafo 1 del artículo 2 de este Acuerdo, procederá a la entrega 
sin demora. 

3. Las responsabilidades civiles derivadas del 
cualquier proceso civil al que se E~ncuent.re suj eta 
reclamada no podrán impedir o demorar la entrega. 

delito o 
la persona 

4. El aplazamiento de la entreqa suspenderá el computo del 
plazo de la prescripci6n en las actuaciones judiciales que 
tuvieren lugar en el Estado Parte requirente por los hechos que 
motivan la solicitu~ de extradición. 

J\rtículo 24 

Entrega de los Bienes 

1. En el caso en que se conceda la extradición, los bienes que 
se encuentren en el Estado Parte requerido y qpe sean producto del 
delito o que puedan servir de prueba serán entregados al Estado 
Parte requirente, s i éste así 10 sol ic i tare. La entrega de los 
referidos bienes estará supeditada a la ley del Estado Parte 
requerido y a los derechos de los terceros eventualmente 
afectados. 

2. Sin perjuicio de lo dispues't::.o en el párrafo 1 de este 
A.rticulo, dichos bienes serán entregados al Estado Parte 
requirente, si éste así lo solicitare, inclusive en el caso de no 
poder llevar a cabo la extradición como consecuencia de mue'rte o 
fuga de la persona reclamada. 

3. Cuando dichos bienes fueran susceptibles de embargo o 
decomiso en el territorio del Estado Parte requerido, éste podrá, 
a efectos de mi proceso penal en curso, corlservarlos temporalmente 
o entregarlos con la condici6n de su futura restitución. 

'*. Cuando la ley del Estado Parte requerido o el derecho de 
10:3 terceros afectados así lo exij an, los bienes serán devueltos I 
sin cargo alguno, al Estado Parte requerido. 

Artículo 2S 

Solicitudes Concurrentes 

1. En el caso recibirse solicitudes de extradición 
concurrentes, referentes a una misma persona, el Estado Parte 
requerido determinará a cuál de los referidos Estados se concederá 
la ext.radición, Y not.ificará su decisión a los Estados Partes 
requirentes. 
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2 . 
HEitado 
orden: 

Cuando 
Parte 

las solicitudes se rf~fieran a un mismo dE~lito, el 
requerido deberá dar preferencia en el siguiente 

a) al Estado en cuyo territorio se haya cometido el delito; 

b) al Estado en cuyo territorio tenga su residencia habitual 
la persona reclamda; 

c) al Estado que primero haya presentado la solicitud, 

3. Cuando las solicitudes se refieran a dplitos diferentes, el 
Estado Parte requerido, segan su legislación, dará preferencia al 
Estado que tenga jurisdicción respecto al delito más gra,ve. ,A. 
igual gravedad, se dará preferencia al Estado que haya presentado 
la solicitud en pri~er lugar. 

1\rtículo 26 

Extradición en Tránsito 

1. Los Estados Parte cooperarán entre S1. con el objeto de 
facilitar el tránsito por su t€!rritorio de las personas 
extraditadas. A tales efectoB, la extradición en tránsito por el 
terri torio de los Estados Parte se otorgará I s iempre qUE~ no se 
opongan motivos de orden público, previa presentación de una 
solicitud por vía diplomática acompafiada por las copias de la 
solicitud original de extradición y de la comunicación que lo 
autoriza. 

2. A las autoridades del Estado Parte de tránsito les 
corresponderá la custodia del reclamado. El Estado ParU~ 
rE~quirente reembolsará al Est.ado Parte de tránsito los grastos en 
qUE! incurriere en cumplimiento de tal responsabil idad. 

3. No será necesario solicitar la extradición en tránsite 
cuando se utilicen medios de transporte aéreo que no tengan 
previsto el aterrizaje en el territorio del Estado Parte de 
tl:-á.nsito. 

1\rtículo 27 

Extradición simplificada o Voluntaria 

El Estado Parte requerido podrá conceder la extradición si la 
pE~rsona reclamada, con la debida asistencia jurídica y ant.e la 
autoridad judicial del Estado Parte Jrequerido, prestare su expresa 
conformidad para ser entregada al Estado Parte requirente, despuéa 
de haber sido informada de su derecho a un procedimiento formal d~ 
extradición y de la protección que éste le brinda. 
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Artículo ~!8 

Gastos 

El Estado Parte requerido se liará cargo de los gastos 
ocasionados en su territorio como consecuencia de la detenci6n de 
la persona cuya extradición se requiere. Los gastos ocasionados 
por el traslado y el tránsito de la persona reclamada deBde el 
tE!rritorio del Estado Parte requerid:=> estarán a cargo del Estado 
Parte requirente. 

2. El Estado Parte requirente se hará cargo de los gastos de 
traslado al Estado Parte requerido de la persona extraditada que 
hubiere sido absuelta o sobreseída. 

CAPITULO VIII 

Detenci6n Preventiva Con Fines de Extradición 

Artículo 29 

Detención Preventiva 

1. Las autoridades competentes del Estado Parte requirente 
podrán solicitar la detención preventiva .,para asegurar el 
procedimiento de extradici6n de la persona reclamada, la cual será 
cumplida con la máxima urgencia por el Estado Parte requerido y de 
acuerdo con su legislaci6n. 

2. El pedido de detenci6n preventiva deberá indicar que tal 
persona responde a un juicio o es objeto de una sentencia 
condenatoria u orden de detenci6n judicial y deberá consignar la 
fecha y los hechos que funden la solicitud, así como el momento y 
el lugar en que ocurrieron los mismos, además de los datos 
personales u otros quel, permitan la identificación de la persona 
cuya detención se requiere. También, deberá constar en la 
solicitud la intención de cursar una solicitud formal de 
extradici6n. 

3. El pedido de detención preventiva podrá ser presentado por 
las autoridades competentes del Estado Parte requirente por vía 
diplomática o a través le la Organización Internacional de Policia 
Criminal (INTERPOL), debiendo ser transmitido por correo, fax o 
cualquier otro medio que permita la comunicación por escrit.:=>, 

4. La persona detenida en virtud del referido pedido de 
detenci6n preventiva será puesta inmediatamente en libertad si, al 
cabo de cuarenta días corridos, contados desde la fecha de 
notificaci6n de su detención al Estéldo Parte requirente I éste no 
hubiere formalizado la solicitud de extradici6n ante el Ministerio 
de Relaciones Exteriores del Estado Parte requerido. 

• 

I 

• 
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s. ~i la persona reclamada fuere puesta en libertad en virtud 
d~ lo dlspuesto en el párrafo anterior, el Estado Parte requirente 
solo podrá solicitar una nueva detención de la persona reclamada 
mediante una solicitud formal de extradición. 

Seguridad, Orden Püblico y Otros Intereses Esenciales 

Artículo 30 

seguridad, orden püblico y otros intereses esenciales 

Excepcionalmente y con la debida fundamentación, el Estado 
Parte requerido podrrá dene9ar la solicit.ud de extradición, cuando 
su cumplimiento sea contrario a la seguridad, al orden público u 
otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido. 

CAPITULO X 

Disposiciones Finales 

Artículo 31 

l. El presente Acuerdo entrará en vigor f con relación a los 
dos primeros Estados Parte que lo ratifiquen, en un plazo de 
treinta días a contar de la fecha en que el segundo país deposite 
su inntrumento de ratificación. Par2. los demás Estados Parte qu r 

lo ratifiquen, entrará en vigor el trigésimo día a partir del 
depósito de sus respectivos instrumentos de ratificación. 

2. La RepOblica de Paraguay será depositaria del presente 
Acuerdo y los demás instrumentos de ratificación y enviará copias 
debidamente autenticadas a los demás Estados Parte. 

3. La República de Paraguay notificará a los demás Estados 
Parte sobre la fecha de entrada en vigencia del presente Acuerdo y 
la fecha del depósito de 108 instrumentos de ratificación. 

Firmado en Rio de Janeiro, a los diez días del mes de 
diciembre de 1998, en dos ejemplares originales I en los idioma,::, 
j~spañol y portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos. 



• 
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INFORrVlE 

ACUERDO SOBRE EXTRADICION ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE RIO DE JANEIRO EL 10 DE 

DICIEMBRE DE 1998. 

Se eleva a la consideración del Plenario el Acuerdo sobre Extradición Hntre los 
Estados Partes del Mercosur suscrito en la ciudad de Río de Janeiro el 10 de d,iciembre 
de 1998. 

En dicha ocasión se suscribieron dos tratados de extradición de idéntico tenor, 
uno vinculante de los países del Mercosur, y el otro, el presente entre los cuatro 
Estados Miembros del Mercosur, Bolivia y Chile. 

Ambos Acuerdos, en especial el primero, constituye la culminación de una 
exhaustiva regulación en el dominio de la cooperación y asistencia judicial €!ntre los 
Estados miembros, en virtud de que, fueron celebrados tres tratados en esta materia, 
dos en el sector civil, el Protocolo dE~ Cooperación y Asistencia Jurisdiccional eln Materia 
Civil, Comercial y Laboral y Administrativa (Las Leñas, 1992) y el Protocolo do Medidas 
Cautelares (Ouro Preto, 1994); y uno en el ~3rea penal, el Protocolo de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales (Buenos Ain3s, 1996). 

Se intenta favorecer la agilidad en la prestación de justicia, en virtud dE~ que la 
puesta en vigor de un texto único para los pa:íses del MERCOSUR y sus asociados 
facilitara la practica, habida cuenta ele que tanto los jueces como los asesores aplicaran 
un mismo tratado para las relacion€is bilaterales entre cualesquiera de los Estados del 
escenario integrado, posibilitando 1<3 creación, con el transcurso del tiempo, de una 
practica y una jurisprudencia razonablemente homogéneas. 

Desde el punto de vista de la armonía legislativa interna, el Acuerdo guarda 
coherencia con los bilaterales suscritos a partir del tratado con España el :28:-02-96, 
aprobado por Ley No. 16.799, en vigor desde el 19-04-97, así corno las 
previsiones fundamentales del régimen nacional. 

Los resultados satisfactorios de este Acuerdo, tanto en las 
soluciones de fondo como en su estructura, parten de la homogenE~iclad de 
antecedentes legislativos y una cultura jurídica común. 
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La similitud de sistemas jurídicos y el ámbito relativamente reducido de 
negociación facilitaron la concreción de políticas legislativas comunes a la rE~gión, 
t,eniendo presente la evolución mundial, que intmduce innovaciones destacablE~s en 
materia de delito político y terrorismo. 

Se recogen los modernos desarrollos bilaterales y regionales, habiéndose 
seguido de cerca los recientes del dominio europeo, impregnados de soluciones que 
favorecen la agilidad de la cooperaci6n. No obstante, y pese al marco de ref,erencia 
universal que debió necesariamente temerse en cuenta, las soluciones incorporadas en 
todos los sectores se adaptan a las particularidades de los Estados de la región. 

Históricamente el tema de la extradición entre los Estados se coml9nzó a 
contemplar en Tratados bilaterales, algunos de finales del Siglo XIX y otros de 
comienzos del Siglo XX. 

En estos Tratados, algunos do los cuales tenían como Parte, a los signatarios 
del presente, la extradición quedaba limitada a una serie de delitos taxativamente 
enumerados en una lista fruto del acuerdo entre las Parte. 

Esta técnica ha sido superada en los modernos acuerdos, tendencia que en lo 
que concierne a nuestro país, comienza a plasmarse en el ya referido Tratado con 
España. 

Las nominas limitadas son inexorablemente superadas por la evolución, habida 
cuenta de que se tipifican nuevas figuras dHlictivas y que algunas conductas 
penalizadas caen en correlativo desuso. 

Los nuevos convenios se apartan acertadamente de este mecanismo y adoptan 
el criterio de la gravedad de la pena. En consE3cuencia, conductas o modalidades 
imprevisibles en el momento de la negociación quedarán incorporadas ipso jure, 
siempre que se cumpla con los demás requisitos exigidos. 

La finalidad perseguida, atencjiendo las características de cada negociación 
b.ilateral, es obtener textos adaptados a las nuevas modalidades de la criminalidad 
nacional e internacional, procurando, a la vez, dotar a estos nuevos Tratados de una 
adecuada sistematización tendiente él facilitar la interpretación y aplicación dE~ las 
dlisposiciones por parte de las autoridades compete1ntes. 

Mas allá del proceso de actuali:zación que Uruguay lleva a cabo en sus divElrsos 
tratados de extradición, el presente Acuerdo pasa a convertirse en el único Tratado 
sub-regional moderno del continente, al estilo de la regulación que en este tem3no se 
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El Art. 1 establece la obligación de conceder la extradición, condicionada a que 
se cumplan uno de tres supuestos: para iniciar un proceso, para responder a un 
proceso en curso o para la ejecución de una condena. 

El Art. 2 enumera los delitos que dan IU~Jar a la extradición. 

Se requiere la doble incriminación, sin perjuicio de la diversa denominación de 
los delitos en el Estado requirente y en el requE~rido, así como una pena privativa de la 
libertad cuya duración máxima no SE~a inferior a dos años. 

Se contempla la extradición accesoria en el caso de delitos diversos y conexos. 
Se exige el respeto a la doble incriminación para cada uno de ellos, pl3ro en lo 
concerniente a la pena bastará con que uno de los mismos, satisfaga las Etxigencias 
antes señaladas para que pueda concederse la extradición, inclusive con respecto de 
los otros delitos. 

Por último se establece que cualquier delito que no esté expnesamente 
exceptuado en el Capitulo correspondiente, dará lugar a la extradición siempre que 
cumpla con los requisitos del Art. 3. 

Este artículo trata sobre la procedencia de la extradición la cual se asiE~nta en la 
jurisdicción, la doble incriminación y la pena. 

En este sentido el literal a) del Art. 3 mcalca el requisito de la jurisdicción en 
tanto que el literal b) implica un reenvío al Art. 2 a los efectos de que se satisfauan sus 
exigencias: doble incriminación y plena, o sea, los delitos en virtud de los cuales se 
solicita la extradición deben estar debidamEmte tipificados por las legislaciones 
nacionales, tanto en lo que tiene que ver con la tipificación delictiva de la conducta o el 
hecho en cuestión y la calificación dE~ la gravedad de la pena. 

Los Arts. 4,5,6,7,8,9, Y 10 tra.tan de la improcedencia de la extradición. 

Modificación de la calificación del hecho constitutivo del delito, a no ser que la 
nueva calificación permita la extradición. (Art. 4) 

Los delitos políticos o conexos (Art. 5). 

Se aclara que la mera invocación de un fin o motivo político no implicará que 
los delitos necesariamente deban calificarse como políticos. 
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A renglón seguido se circunscribe y delimita al terreno del delito político en tanto 
¡fundamento de excepción a la entrega. 

Se incluye una enumeración de conductas que reduce la posibilidad de invocar 
la excepción del delito o los motivos políticos. 

Se recoge la filosofía del Preámbulo de la Convención Europea para la 
supresión del terrorismo de Estrasburgo de 1977 en el sentido de que la extradición es 
una medida efectiva para asegurar que quienE~s perpetren actos de terrorismo no 
E3scapen a la persecución y castigo. 

De tal suerte, pese a los eventuales fines políticos, o su conexión con Hilos, de 
quiénes cometan actos de terrorismo, los mismos no serán calificados de naturaleza 
política a los efectos de la extradición, la que no podrá denegarse en base a tal 
calificación. 

En la enumeración se señalan las conductas que "bajo ninguna circunstancia" 
podrán calificarse como delitos políticos. 

Son ellos la tradicional cláusula belga, ampliada a texto expreso en el sEmtido 
de la interpretación ya dada por la doctrina, que incluye a " otras autoridades nacionales 
() locales o sus familiares", el genocidio, los crímemes de guerra o los delitos contra la 
humanidad, así como los actos de naturaleza terrorista, aun en grado de tentativa. Con 
relación a éstos se describen posibles conductas "a título ilustrativo" y se enuncia una 
cláusula residual, conforme a la cual se considerará de naturaleza terrorista "en 
~,eneral", cualquier acto no comprendido en los supuestos anteriores cometido con el 
propósito de atemorizar a la población, a clases o sectores, atentar contra la economía 
ele un país, su patrimonio cultural o ecológico, o cometer represalias de cal'ácter 
político, racial o religioso. 

Los delitos militares (Art. 6) la Cosa Juzgada, el Indulto, la Amnistía y la ~Jracia 
(Art.7). Los tribunales de excepción (Ali.8). Y la proscripción (Art.9). 

Los menores (Art. 10), este artículo fija la minoridad en los 18 años al tiempo de 
la comisión del hecho por los cuales se le solicita. Es la primera vez, en un tratado 
celebrado por nuestro país, que se incluye la nO-13xtradición de menores, evitando las 
situaciones litigiosas que suelen darse cuando HI sujeto requerido es mayor para el 
Estado Requirente y menor para la legi¡slación del Estado Requerido. 

En el caso de tratarse de un menor S~3 impone al Estado Requerido la 
obligación de aplicar, conforme a sus lieyes, las mismas medidas correctivas qW3 :si las 
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conductas hubieran sido cometidas Hn su territorio, procurando evitar la impunidad. 

Los arts. 11 y 12, tratan la denegación facultativa de la extradición: la 
nacionalidad (Art. 11) Y las actuaciones en curso por el mismo hecho en el territorio del 
Estado Requerido (Art. 12). 

En lo concerniente a la nacionalidad hubo de tenerse en cuenta, la prohibición 
constitucional brasileña de entregar a sus nacionales. 

Se optó por una fórmula, que impusiera la extradición como principio, sin 
desmedro del respeto por la jerarquía constitucional de la norma brasileña. 

El numeral 1 del Art. 11 señala la nacionalidad de la persona reclamada no 
podrá ser invocada para denegar la extradición, salvo que una disposición 
constitucional establezca lo contrario. 

Como contrapartida, el numera! 2 faculta a los Estados Partess a dEmegar la 
extradición de sus nacionales a Brasil, circunstancia que deberá evaluarse en cada 
caso. 

En la hipótesis de que el Estado Requerido, deniegue la extradición, tendrá la 
obligación de juzgar a la persona reclamada y mantener informado al Estado 
Requirente acerca del juicio, así corno remitirle copia de la sentencia. 

Los arts. 13, 14 Y 15 establE!Cen los limites a la extradición: pena de muerte o 
prisión perpetua; el principio de espE!cialidad; la reextradicion. 

El principio general es que no se aplicará la pena de muerte o la privación 
perpetua de la libertad Art. 13 numeral 1. 

Este principio se complementa en el numeral 2 del Art. 13, al establecerse que 
cuando en el Estado Requirente el dE~lito se sancionase con una de estas dos penas, la 
extradición solo será admisible si el Estado Requirente, se limitare a aplicar la pena 
máxima admitida en la ley penal del Estado Requerido. 

Esta obligación constituye una innovación que por primera vez se adoptó, a 
iniciativa de la delegación uruguaya E!n el tratado bilateral con España y cuya propuesta 
fue aquí reiterada, con el objeto de conculcar cualquier ambivalencia o duplicidad en 
torno a la comprensión real y al compromiso e'fectivo del Estado requirente en cada 
caso concreto. 
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En el Art. 14 se consagra el principio de la especialidad del modo tradicional en 
HI sentido de que el Estado Requirente, sólo podrá detener, juzgar y condenar a la 
persona entregada por los delitos dE~tallados en la solicitud de extradición y no por 
otros, salvo las excepciones de la permanencia vo/untaría de la persona en e/ territorio 
del Estado Requirente por cierto periodo, habiendo tenido la posibilidad de abandonar 
su territorio. Se prevé también el consentimiHnto del Estado Requerido para la 
E~xtensión de la solicitud, la que deberá efectuarsH con las mismas formalidades que si 
se tratara de un nuevo pedido. 

El Art. 15 aborda la reextradicion a un tercer estado, exigiendo el 
consentimiento del Estado originariamente requE3rido, exceptuándose el SUpul9sto de 
que la persona extraditada, habiendo tenido la posibilidad de abandonar el territorio del 
Estado al que se entregó, no lo hubiere hecho por su voluntad, en el plazo que 
E:stablece el Art. 16 consagra el Derecho de defensa y el Art. 17 establece el cómputo 
Ein la pena a ser cumplida en el Estado Requirent,e, el periodo de detención cumplido 
por la persona extraditada en el Estado Requerido .. 

A partir del Art. 18 Y hasta el 28, inclusive, se establecen las norrnas de 
procedimiento. 

Se contemplan los requisitos usuales para la solicitud, los documentos adjuntos 
y las vías de transmisión (Art.18). El pHdído deberá transmitirse por vía diplomática y su 
diligenciamiento será regulado por la le:gislación del Estado requerido. 

La solicitud y los documentos estarán exentos de legalización o formalidad 
análoga (Art.19), previsión coherentE! con la calidad de países integrados de los 
s¡ignatarios, así como con la vía diplomática de transmisión, tradicionalmente exenta del 
sl9ñalado requisito. Deberán acompañarse, no obstante, de una traducción al idioma del 
Estado requerido (Art.20). 

Se detallan los documentos qUl9 deben adjuntarse, los que varían en función de 
la calidad del reclamado, según se trate de un condenado, de quien se encuentre en 

f 

una etapa procesal previa o si el juicio no se hubiere iniciado. En todos los casos se , 
acompañarán los textos legales que tipifican y sancionan el delito, identificando la pena 
a aplicar así o como las disposiciones que establecen la jurisdicción de Estado 
Requirente y una declaración de que la acción ni la pena se encuentran prescritos. 

El artículo 21 contempla la remisión de información complementaria, cuando los 
datos o documentos remitidos fueren insuficientsis o defectuosos, la que podrá ser 
suministrada en un plazo de 45 días corridos a partir de la fecha en que HI país 
rSiquirente fue informado de dicha necE~sidad, plazo que podrá ser extendido mediando 
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circunstancias especiales que justifiquen el incumplimiento. Si dicha información no 
fuere proporcionada, se tendrá al recurrente por desistido de la solicitud. 

Como se señalara, cuando HI Estado requirente contemple la pena de muerte o 
de prisión perpetua, deberá adjuntarse a la solicitud una declaración mediante la cual 
dicho Estado se compromete a no aplicar aquellas penas sino la mayor admitida en el 
Estado requerido. 

La decisión, en sentido afirmativo o negativo, deberá ser comunicada sin 
demora por vía diplomática (Art. 22). Si fuere d€lnegatoria, total o parcialmentl3, deberá 
ser fundada. La concesión de la extradición deblerá notificarse al Estado requirente, así 
como el lugar y fecha de la entrega. Se prevé que la persona será puesta en Iibl9rtad si 
no fuere retirada en 30 días, salvo la:s excepcionl9s que se establecen. 

Se prevén circunstancias especiales que justifican la no entrega en el plazo 
acordado, disponiéndose que en caso de fuerza mayor o de enfermedad grave 
debidamente comprobada que la impida u obstaculice, ello será informado a la otra 
parte, pudiéndose acordar una nueva fecha. 

El artículo 23, que regula el aplazamiento de la entrega, contiene una previsión 
a favor de la cooperación, la que se vería retace ada si un proceso en curso en el 
Estado requerido, de modo indiscriminado, aún en el supuesto de un delito 
sensiblemente menos grave que aquél que justifica el pedido, determinara de, modo 
absoluto la imposibilidad de entregar. 

El párrafo 1, impone al Estado requerido la obligación de dictaminar aCE,rca de 
la extradición en todos los casos, aún si el reclamado estuviere sujeto a proceso o 
cumpliendo una condena. Si la dl9cisión fuere favorable, el Estado requerido 
podrá -facultativo- aplazar la entrega hasta la conclusión del proceso o hasta que se 
haya cumplido la pena. No obstante, estará obli~~ado a entregar sin demora si el delito 
que funda el aplazamiento estuviere sancionado por el Estado requerido por una pena 
de duración inferior a la establecida para fundar la extradición conforme al al1ículo 2. 

.. Como es de recibo, las responsabilidades civiles derivadas del delito o cualquier 
proceso civil no impedirán la entrega. 

De acuerdo a la tendencia de los modernos tratados se contempla en el artículo 
27 la extradición simplificada o voluntaria, conforme a la cual la extradición so otorga, 
precisamente, en función de la voluntad de la persona reclamada. En tal supuesto, ésta 
deberá tener asistencia legal y su consentimiento se efectuará ante la autoridad judicial 
del Estado requerido, después de haber sido informada de su derecho a un 
procedimiento formal. Es éste un precepto conveniente, en tanto es susceptible de 
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beneficiar tanto al Estado requirente como al requerido y al propio reclamado. En 
efecto, este último por diversas razones, familíares, de radicación, sistema carcelario o 
preferencia personal puede estar interesado en su traslado. 

El Art. 29 trata de la detención preventiva la que puede solicitarse por vía 
diplomática o a través de INTERPOL. 

El Art.30 establece una disposición de amplio alcance, similar a lo de otros 
tratados de extradición y de cooperación penal, según la cual el Estado requerido, en 
forma excepcional y fundada, podrá denegar la extradición cuando su cumplimiento sea 
contrario a la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de dicho Estado, 

Finalmente y de acuerdo al Art. 31 entrará en vigor con relación a los dos 
primeros Estados Partess que lo ratifiquen, en un plazo de treinta días a contar de la 
fecha en que el segundo país, deposite su instrumento de ratificación. 

Para los demás Estados Partes que lo ratifiquen, entrara en vigor el trigésimo 
día a partir del deposito de sus respectivos instrumentos de ratificación, siendo 
depositaria del Acuerdo y de los instrumentos de ratificación la República de Paraguay. 

El presente Acuerdo cuenta con media sanción al haber sido aprobado por 
mayoría en la Cámara de Representantes el 4 de diciembre de 2001, 

En vista de lo precedente, de los objetivos acordados y considerando que se 
han contemplado adecuadamente los intereses nacionales, se recomienda la 
aprobación del presente acuerdo. 
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